LA MUERTE EN EL CODIGO CIVIL DE 1984

‘‘ARTICULO 61.- La muerte pone fin a la persona’’

Con la muerte termina la existencia del ser humano y por tanto deja de ser sujeto de deberes y derechos. Todas sus relaciones y situaciones jurídicas se cancelan en cuanto a ellas misma, aunque algunas pueden ser transferidas a los herederos. En este sentido, tal y como nos afirma Marcial Rubio
, “la persona no se volatiliza del derecho con la muerte sino que, desapareciendo como centro de imputación de deberes y derechos, deja aun huella y efectos”.

Algunos ejemplos
 de lo que significa decir que con la muerte la persona deja de ser sujeto de deberes, son los siguientes:

· Deja de ser padre o madre, o cónyuge. Sus situaciones jurídicas se extinguen.

· Se cancelan todas sus obligaciones personalísimas. Así, el cuadro encargado al gran pintor deja de ser obligatorio de pintarse; la conferencia magistral del sabio ya no será exigible, etc...

· Si existía algún  juicio por responsabilidad penal contra la persona, se archiva definitivamente y ay no podrá seguir el juzgamiento.

Al propio tiempo, ejemplos de la huella y efectos que deja la persona luego de su muerte son:

· Su voluntad testamentaria deberá ser cumplida con obligatoriedad jurídica.

· Sus obligaciones no personalísimas deberán ser asumidas por sus herederos.

· Sus decisiones sobre disposiciones de su cadáver deberán ser acatadas.

· Su intimidad, su imagen y su voz permanecen protegidas y solo pueden ser dispuestas con autorización de sus herederos.

· Su prohibición de publicación póstuma estará en vigencia un plazo máximo de cincuenta años.

Entonces, podemos afirmar que el efecto de la muerte de una persona en la vida jurídica no es sencillo, sino complejo, ya que no se trata de la extinción de la persona y sus capacidad jurídica, sino que también esto conduce a varias situaciones que no pueden ser simplificadas al punto de decir que la persona desaparece del derecho en el instante que fallece. Sin embargo, tenemos que manifestar que el concepto del Código Civil dado sobre la muerte, no esclarece del todo las dudas que se puedan poner sobre la mesa en cuanto al aspecto jurídico y unitario que posee todo ser humano en cuanto persona natural. Por ello, deberemos recurrir a nuestra legislación para observar esto con mayor detenimiento y detalle.

1. LA MUERTE COMO CONCEPTO EN NUESTRO SISTEMA JURÍDICO
La discusión
 de cuando ocurre la muerte ha sido larguísima y sin posibilidad de llegar a un consenso definitivo. En el Perú, una norma reglamentaria ha establecido un criterio de derecho positivo que soluciona la discusión de manera arbitraria. Esta se encuentra en el artículo 4 del decreto supremo N° 014-2005-SA, que constituye el reglamento de la Ley General de Donación de Órganos y/o Tejidos Humanos:

‘‘Decreto supremo N 014-2005-SA, articulo 4.- Se considera muerte encefálica al cese irreversible de las funciones del tronco encefálico cuyo protocolo de diagnostico se establecen los artículos 7 y 8 del presente reglamento. El acta de comprobación de la muerte encefálica es responsabilidad del director del establecimiento o su representante, el neurólogo o neurocirujano y el medico tratante’’.

Esto también lo podemos contemplar en la definición de muerte dada por La Ley General de Salud (Ley Nº 26842), en el título III, en su artículo 108º, nos afirma que “la muerte pone fin a la persona”. Así, la muerte debe ser considerada como “ausencia de vida al cese definitivo de actividad cerebral, independientemente de que algunos de sus órganos o tejidos mantengan actividad biológica y puedan ser usados con fines de trasplante, injerto o cultivo”. 

También tenemos una definición concordante en la Ley General de Donación y Transplante de Órganos y/o Tejidos Humanos (Ley Nº 28189), que en su capítulo I, artículo 3º nos describe lo siguiente: “El diagnóstico y certificación de la muerte de una  persona se basa en el cese definitivo e irreversible de las funciones encefálicas de acuerdo a los protocolos que establezca el reglamento y bajo responsabilidad del médico que lo certifica”.

Así pues, nos damos cuenta que la definición de muerte como concepto se basa más en la doctrina predominante, y en la medida de lo posible proponemos un concepto para entenderla de manera unitaria
: “La muerte, hay que entenderla como aquel hecho jurídico que constituye el fin de la persona natural en su aspecto fisiológico, como ser humano, y por consiguiente, como sujeto de Derecho, pero que, como todo hecho jurídico, tendrá repercusiones en la esfera jurídica”. 

2. LOS MUERTOS: ¿SUJETOS U OBJETOS DE DERECHO?

Para el profesor Juan Espinoza Espinoza
 la persona  o sujeto de derecho una vez muerto, se convierte en objeto de derecho sui generis, por cuanto formó parte de un hombre en vida. Además este autor habla de la protección “ultra existencial” del sujeto del derecho por cuanto el ordenamiento jurídico protege al hombre en su sentido de unidad. Esta protección se da en la persona puesto que es esta la única en disponer que hacer con su cadáver una vez muerto este. Mas el Estado no tiene poder para intervenir y disponer qué será del resto de la persona muerta, por cuanto el único que puede disponer acerca del destino del cuerpo es el mismo sujeto en vida, ya que este se considera un derecho personalísimo.

3. EFECTOS JURÍDICOS DE LA MUERTE

Tal y como nos lo da a entender Marcial Rubio
, la muerte representa el fin de la persona humana, el fin de su existencia, y por ende, el momento que marca su cesación como sujeto de deberes y derechos. Luego el mismo Marcial Rubio
, nos da a entender que esto no significa que una vez muerta la persona deja de tener relevancia en el campo jurídico y para el derecho, sino que si bien se ha acabado la persona como centro de imputación de deberes y derechos, esta situación jurídica que representa la muerte, también genera otras situaciones jurídicas que se ven representadas en aquellos derechos que surgen, y otros que se mantienen pese a haber sucedido este hecho. Así, podemos dividir los efectos jurídicos de la muerte en tres grandes ramas:

3.1. Derechos que surgen

· Apertura de la Sucesión. 

Es aquella situación jurídica que se da cuando el patrimonio de aquella persona que ha fenecido se trasmite por mortis causa (a causa de la muerte) vía sucesión, conformado por los bienes, derechos y también sus cargas (activos y pasivos), que forman la universalidad de la herencia dejada a los herederos.

Por ello, se puede afirmar que existe sucesión en todos los casos en el que el derecho adquirido deriva de otra persona, defendiendo postrero de la existencia del derecho anterior. Por lo tanto, debemos entender a la sucesión en dos sentidos: 

· Sucesión mortis causa: Cuando una persona hereda de otra unos bienes por testamento o por disposición de la ley

· Sucesión intervalos: Cuando una persona sustituye a otra en un derecho que permanece a dicha persona, que puede ser entendido como una especie de sustitución.

Es claro, que para efectos de este trabajo, predominará el uso de esta palabra en el enfoque mortis causa, la cual se da, tanto en sucesión legítima (debido a la ley), como en sucesión testamentaria (según testamento, contrato o capitulaciones), siempre y cuando se de desde la muerte del autor de la sucesión o por la presunción legal de su muerte.

· El usufructo a través del cónyuge vivo

El usufructo puede ser definido como derecho real de goze o disfrute el que el poder del usufructuario es muy parecido al del propietario, lo que ha llevado a algunos autores a considerarlo un pars domini
 con el titular de la nuda propiedad, aunque está generalmente aceptado que no es un condueño, aunque lo parezca, siempre con la obligación de conservarlos. Esta situación jurídica se dará a través de la voluntad testamentaria.

3.2. Derechos que se extinguen

· Patria Potestad
Por la patria potestad los padres tienen el deber y el derecho de cuidar de la persona y bienes de sus hijos menores. Asimismo, la patria potestad se ejerce conjuntamente por el padre y la madre durante el matrimonio, correspondiendo a ambos la representación legal del hijo. 

Sólo para reforzar nuestros fundamentos, debemos hacer referencia a aquellas obligaciones y aquellos derechos existentes en la Patria Potestad, los cuales se encuentran desarrollados en nuestro Código Civil, en los artículos 423º y 424º:

Son deberes y derechos de los padres que ejercen la patria potestad: 

1. Proveer el sostenimiento y educación de los hijos. 

2. Dirigir el proceso educativo de los hijos y su capacitación para el trabajo conforme a su vocación y aptitudes. 

3. Corregir moderadamente a los hijos y, cuando esto no bastare, recurrir a la autoridad judicial solicitando su internamiento en un establecimiento dedicado a al reeducación de menores. 

4. Aprovechar de los servicios de sus hijos, atendiendo su edad y condición y sin perjudicar su educación. 

5. Tener a los hijos en su compañía y recogerlos del lugar donde estuviesen sin su permiso, recurriendo a la autoridad si es necesario. 

6. Representar a los hijos en los actos de la vida civil. 

7. Administrar los bienes de sus hijos. 

8. Usufructuar los bienes de sus hijos. Tratándose de productos se está en lo dispuesto en el artículo 1004 del Código Civil. 

9. Subsiste la obligación de proveer al sostenimiento de los hijos e hijas mayores de dieciocho años que estén siguiendo con éxito una profesión u oficio, y de las hijas solteras que no se encuentren en aptitud de atender a su subsistencia. 

Pero, determinar en sí cuales son las tareas de aquel que posee la patria potestad de un menor no es el propósito de este acápite, sino más bien, el determinar que sucede con este derecho – obligación que tiene cada uno de los padres sobre sus menores hijos cuando este derecho se extingue, siendo esto regulado por nuestro Código Civil en su artículo 461º, que a la letra dice:

“La patria potestad se acaba: 

1. Por la muerte de los padres o del hijo. 

2. Por cesar la incapacidad del hijo conforme al artículo 46 C.C.

3. Por cumplir el hijo dieciocho años de edad.”

En este caso, el acápite que nos llama al análisis es el 1º, ya que como sabemos hace referencia de aquellos derechos que se extinguen al fallecer la persona humana, ya sea el padre quien fenezca, o sea el caso del hijo. Es claro que al fallecer el padre, éste ya no tendrá que cumplir con aquellos deberes prescritos, también en el Código Civil, antes citados; y en el caso inverso, pues lo único que se deberá hacer, es que el padre, como tutor y representante legal del menor, tiene todo el derecho a disponer del cuerpo de su hijo, siendo éste el último acto jurídico que haga en estos dos casos
. 

· La tutela
La palabra tutela deriva de la voz latina tueor, que significa defender, proteger. Tutelar por lo tanto significa, cuidar, proteger y ésta es cabalmente una de las misiones más importantes que debe cumplir el tutor: proteger los intereses del pupilo, tanto personales como patrimoniales. Así, se puede decir que el papel del tutor es el proteger la persona del incapaz, procurando siempre su rehabilitación y su bienestar; y administrar el patrimonio del mismo de manera que rinda al máximo de sus beneficios siempre en provecho del pupilo.

Al respecto, Rafael De Pina en su libro titulado “Derecho Civil Mexicano”, Tomo I, ha definido a la tutela de la siguiente manera:

“La tutela es una institución supletoria de la patria potestad, mediante la cual se provee a la representación, a la protección, a la asistencia, al complemento de los que no son suficientes para gobernar su persona y derechos por sí mismos, para regir, en fin, su actividad jurídica”.

La tutela es la institución necesaria y paralela de la incapacidad de ejercicio de los mayores de edad y en este aspecto, cumple la misión de representar al incapaz actuando en su nombre. Con respecto de los menores de edad, la tutela es una institución subsidiaria de la patria potestad pues sólo se provee de tutor al menor de edad que carece de ascendientes o que, teniéndolos no pueden cumplir con la patria potestad.

El Código Civil de Nuevo León establece que el objeto de la tutela es "la guarda de la persona y bienes de los que no estando sujetos a patria potestad tienen incapacidad natural y legal, o solamente la segunda, para gobernarse por sí mismos. La tutela  puede también tener por objeto la representación interina del incapaz en los casos especiales que señale la Ley" (Art. 449).

Además el citado numeral de manera expresa señala que en la tutela se cuidará preferentemente de la persona de los incapacitados.

Así, lo que es de nuestro interés es que sucede con la tutela cuando la muerte interviene, pues, eso es objeto de respuesta de los  artículos 550° y 551° del C.C.: 

Art. 550°: “El cargo de tutor cesa:

1. Por muerte del tutor. 

2. Por la aceptación de su renuncia.

3. Por la declaración de quiebra.

4. Por la no ratificación.

5. Por su remoción.

Como vemos, el acápite que nos atrae es el número uno, el cual explica que por muerte del tutor se extingue esta relación jurídica, al cual, creemos nosotros se le debe agregar que ante el fallecimiento del menor, esta también se extinguiría.

El tutor, concluida la tutela, está obligado a entregar todos los bienes del incapacitado y todos los documentos que le pertenezcan, conforme al balance que se hubiere presentado en la última cuenta aprobada.

· La Obligación de Alimentos
Desde el punto de vista legal, se entiende por alimentos no sólo la comida, sino todo lo que es indispensable para el sustento propiamente dicho, el alojamiento, el vestido y la asistencia médica.

También se incluye dentro de los alimentos, la educación e instrucción cuando se trate de menores o mayores de edad, que no han terminado su formación, e incluso los gastos de embarazo y parto si no están cubiertos de otra forma.

Deben prestar alimentos y en el orden que se indica: 

•
Los cónyuges. En las parejas de hecho esta obligación para ser exigible deberá haber sido pactada expresamente por los que convivan juntos. 

•
Los descendientes: Hijos y nietos. 

•
Los ascendientes: Padres y abuelos. 

•
Los hermanos: Sólo tienen la obligación de prestarse alimentos en los casos en que sea imprescindible y su alcance se limitará a los auxilios mínimos.

En el caso de que concurran varios obligados a prestarlos (como por ejemplo, el padre y la madre, más de un hijo...) su importe se repartirá en función de los ingresos que cada uno obtenga.

La extinción de esta obligación está enmarcada en el artículo 486° del Código Civil: “La obligación de prestar alimentos se extingue por la muerte del obligado o del alimentista, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 728°”.

· La Curatela
Cuando la persona puede gobernarse a sí misma, pero no puede administrar sus propios bienes, surge una nueva figura legal, la del curador que desempeña la cúratela, que complementa la capacidad de autogobierno de la persona que ha sido parcialmente incapacitada. 

Proporciona a los no plenamente capaces, el cuidado y atención de otra persona para determinados actos. La persona que ha sido parcialmente incapacitada tiene que contar con el curador para administrar y disponer de los bienes de su patrimonio. Es una simple asistencia legal, de modo que el tutor se convierte en representante de la persona incapacitada, salvo para todo aquello que pueda hacer por sí misma.

El curador está obligado a dar cuenta de sus gestiones al juez al menos una vez al año.

La Curatela extingue sus efectos ante los supuestos dichos en el Código Civil, siendo la muerte uno de ellos: 

Art. 616: “La curatela de los bienes del desaparecido cesa cuando reaparece o cuando se le declara ausente o presuntamente muerto”.

· El albacea
El "albacea" es la persona a quien se encarga de ejecutar todo cuanto el testador le haya encomendado. Puede ser nombrado para una cuestión concreta o para ejecutar todo el contenido del testamento, de modo que se cumpla en todo la voluntad del testador.

Puede haber uno o varios albaceas. Y se puede nombrar tanto a una persona física como a una jurídica, por ejemplo una fundación.

La figura del albacea es frecuente en los testamentos de padres con hijos discapacitados, puesto que se trata de una persona de confianza a quien se puede encargar el cuidado y las atenciones concretas que el hijo necesite.

Lo habitual es que los padres se nombren, mutuamente, albaceas del hijo discapacitado en primer lugar y a una tercera persona para cuando falten ambos progenitores.

El cargo es voluntario, por tanto la persona designada puede aceptarlo o no. Por eso es conveniente hacer saber a la persona elegida el deseo de nombrarla albacea y contar de antemano con su consentimiento para evitar problemas posteriores. Es un cargo que se ejerce gratuitamente, salvo si el testador ha dispuesto expresamente otra cosa.

El cese de cargo de albacea se determina también por medio de la muerte, según lo señalado en el código Civil, en su artículo 796°:

“El cargo de albacea termina:

(…)


6. Por muerte, desaparición o declaración de ausencia.”

3.3. Derechos que se mantienen

· Derechos de Autor
Respecto de este acápite, se pronuncia la Comunidad Andina de Naciones
, mediante su Secretaría General, en su Comisión de Propiedad Intelectual, la cual el 17 de Diciembre del 2003, emitió la decisión N° 351, afirmando que : “El autor es la persona cuyo nombre, seudónimo u otro signo que la identifique, aparece indicado en la obra- Tiene el derecho de conservar la obra inédita o divulgarla, reivindicar la paternidad de la obra en cualquier momento y oponerse a toda deformación, mutilación o modificación que atente contra el decoro de la obra o la reputación del autor (derecho moral). Tiene también derecho exclusivo de realizar, autorizar y prohibir la reproducción, comercialización, traducción, arreglo u otra transformación de su producción (derecho patrimonial).

La duración de la protección de los derechos reconocidos en esta Decisión no será inferior a la vida del autor y cincuenta años después de su muerte. Cuando la titularidad de los derechos corresponda a una persona jurídica, el plazo no será inferior a los 50 años contados a partir de la realización de la divulgación o publicación de la obra.

En caso de infracción de cualquiera de los derechos reconocidos, la autoridad nacional competente está facultada para ordenar el cese inmediato de la actividad ilícita; la incautación, el embargo, decomiso o secuestro preventivo de los ejemplares producidos con infracción o de los aparatos o medios utilizados para la comisión del ilícito”.

Sobre este tema, también se llega a pronunciar nuestro Código Civil, pero de menar somera: 

Art. 310: “Son bienes sociales todos los no comprendidos en el artículo 302°, incluso los que cualquiera de los cónyuges adquiera por su trabajo, industria o profesión, así como los frutos y productos de todos los bienes propios y de la sociedad y las rentas de los derechos de autor e inventor”.

En este artículo, pues como vemos, los derechos de autor no se extinguen en la sociedad conyugal después de la muerte del cónyuge a quien le pertenecieron, sino que perduran por un buen tiempo, como una manera de subsanar la falta que pueda hacer una persona, aunque esta subsanación solo pueda ser de carácter económico.

4. LA MUERTE DE VARIAS PERSONAS.
En ciertas situaciones interesa determinar cuál de dos o más sujetos ha muerto primero que el otro. Esto resulta muy difícil cuando los sujetos han fallecido en un mismo acontecimiento, sin que existan indicios del orden en el cual ocurrieron las muertes, como por ejemplo, las grandes catastrofes, o los accidentes fortuitos. Así, se dan los casos en donde se presentan muertes simultáneas, en las cuales no se puede determinar quien ha muerto primero, como ya lo acabamos de mencionar. Esta situación no importaría demasiado si es que no existiera un régimen patrimonial, sólo para poner un ejemplo, tal y como nos lo afirma Marcial Rubio
 en un caso: 

“Supongamos un varón y una mujer que no están casados (y que no tienen derecho a heredarse entre sí). Esta pareja tiene un hijo. Supongamos que la madre es una persona acaudalada y hace un viaje con el hijo en avión. El avión se estrella y los dos mueren. Si el hijo murió luego que la madre, la hereda y, al morir el, lo hereda su padre. En otras palabras, el hijo podría ser el vehículo de transmisión de la riqueza de su madre a su padre”. 

Como vemos en esta situación descrita, hay la gran probabilidad de que haya una sucesión, siendo el hijo utilizado por el padre como medio para adquirir la riqueza de su madre. Sin embargo, hay algunas nociones previas que aclarar en torno a esta situación, como procederemos a explicar:

4.1. La Premoriencia (Teoría del Derecho Romano)
Consiste en que el orden de las muertes se determina mediante la presunción de que sobrevive el más fuerte, determinación ésta que se hace a base de criterios objetivos como el sexo y la edad.

Este sistema es criticado porque presenta una solución arbitraria porque en muchos casos la sobre vivencia no tiene relación ni con el sexo ni con la edad, ni siquiera con la fortaleza, y existen otras situaciones además del sexo y edad que podrían influir en la capacidad de un individuo a la hora de hacer frente a los peligros de la muerte, como por ejemplo: defectos físicos y mentales, estados de salud, etcétera.

4.2. La Conmoriencia
Por la crítica al sistema de la premoriencia prevalece entonces el sistema de conmoriencia, que consiste en que a falta de pruebas se considera que todas las personas murieron al mismo tiempo.

Este sistema es recogido por la legislación venezolana en los siguientes términos: "Si hubiera duda sobre cuál de los dos o más individuos llamados recíprocamente a sucederse haya muerto primero que el otro, el que sostenga la anterioridad de la muerte del uno o del otro deberá probarla. A falta de pruebas, se presumen todos muertos al mismo tiempo y no hay transmisión de derechos de uno a otro" 

Estos sistemas son utilizados sobre todo por las legislaciones en los relativos a la forma de suceder.

Es importante destacar que en casos de muerte violenta, como lo determina el artículo 480 de su Código Civil, la autoridad local, procederá asistida si fuere posible de facultativos, a la inspección del cadáver y a la averiguación de cuanto pueda conducir al descubrimiento de la verdad, poniendo todo en conocimiento del juez, quien deberá dar la orden de inhumación. En dicha averiguación se podría deducir y determinar en algunos casos el orden de las muertes, y entonces de esto se debe dejar constancia, porque forma parte del descubrimiento de la verdad de cómo ocurrió la muerte violenta.

Y en cuanto a nuestra legislación, pues es esta, la teoría recogida, tal y como lo afirma el artículo 62 del Código Civil: ‘‘Artículo 62.- Si no se puede probar cual de dos o mas personas murió primero, se las reputa muertas al mismo tiempo y entre ellas no hay transmisión de derechos hereditarios’’.

Tal y como lo explica Marcial Rubio
: Esta es una norma clásica del derecho civil a propósito de la muerte. El problema al que se refiere es aquella situación en la que dos o mas personas murieron sin que se pueda probar cual de las dos murió primero. Desde luego, probar quien murió primero antes que otro no es, en general, una situación que se necesite probar muy a menudo por lo que el problema tiene un número de aplicaciones reducido, pero puede ser importante en ciertas circunstancias. Sobre todo tiene que ver con los problemas hereditarios, como se puede ver fácilmente de la parte final del artículo. Esclarecidas estas cuestiones, podemos pasar a resolver el caso antes descrito: 

De manera concordante a lo prescrito por el artículo 62, en donde se dice que se les reputa muertos al mismo tiempo sin transmisión de derechos hereditarios, deducimos pues que el hijo no hereda a su madre y, por lo tanto, el padre no tiene derecho que heredar de su hijo. La herencia de esa mujer irá, entonces, a sus otros herederos forzosos según el orden establecido en el código y que aparece en los artículos 816 y 817 (a menos que haya dejado testamento en cuyo caso habrá que atenerse a sus disposiciones en lo que fueren legales).
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